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"LA VIVIENDA ES UN DERECHO, NO UN NEGOCIO"

Con este lema hubo en los días pasados manifestaciones en muchas
ciudades de España para protestar por los precios escandalosos de la
vivienda, y que coincidieron con los estallidos en cadena de escánda-
los inmobiliarios, sin distinción de partidos, y como si quisieran mostrar
que lo de Marbella no fue más que “el ladrillo nuestro de cada día”.
Acabamos de oír también que de toda la legislación sobre viviendas
sociales que se dio en Francia tras los luctuosos sucesos de Clichy del
2005, un año después no se ha cumplido absolutamente nada. Y. A.
Abián evocaba hace poco en La Vanguardia (29.X.06), una vieja afir-
mación de Caro Baroja: un contratista de grandes obras o un cons-
tructor de casas baratas con dinero en Suiza, son peores que un inqui-
sidor de aquellos que discutían con letrados y de vez en cuando man-
daba pegar cien azotes a una bruja...

Las manifestaciones eran muy necesarias, pero pueden quedar en
gestos inútiles. Hace 40 años ya alertó H. Marcusse de que nuestro sis-
tema tiene un estómago increíble para digerir todas las protestas. El
peligro entonces es que las protestas pacíficas acaben degenerando
en el mal camino de la protesta violenta, si luego de manifestarse no se
encuentra el camino para pasar a la acción.

Pero ¿qué acción? Las proclamas morales pueden ser estériles por-
que, en un sistema como el nuestro, parecen reclamar “la honradez del
zorro en un gallinero” (parodiando una frase sobre la libertad).
Queremos decir que, más allá de las personas, es inmoral el sistema:
una economía DE mercado (distinta de una economía CON mercado),
donde hasta los derechos humanos son meras mercancías, y donde se
pretende que el mercado resuelve por sí solo todos los problemas
humanos, por lo que las advertencias morales son rechazadas como
“razones no económicas”...
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La pregunta se nos ciñe inevitablemente: ¿qué hacer.... hasta que
cambie el sistema? En este marco vivimos y, en él, ha sido siempre
meta de nuestro Centro la pareja “rigor y pasión”: que el rigor y la
pasión se abracen, como la justicia y la paz en el salmo bíblico. De
modo que la pasión fecunde al rigor, para que no resulte estéril o ajeno
a la realidad. Y éste conduzca a aquella para que no se desparrame
ciegamente. La sola pasión puede no enmarcar los problemas y topar-
se luego con obstáculos dolorosamente insalvables que fomenten otro
“no hay nada que hacer” resignado. El estudio ha de saber analizar los
males para ver qué se puede hacer en cada situación más allá del grito
desesperado, de las prácticas okupas, de las expropiaciones (moral-
mente necesarias pero muy difíciles en la práctica)..., o la resignación
que acaba siendo cómplice.

En este contexto tiene su lugar el Cuaderno que sigue. Su autor fue
del primer grupo de jóvenes de Cristianisme i Justícia y luego se sumó
al equipo del Centro. Durante 11 años fue el adjunto del Síndic de
Greuges de Catalunya, Anton Cañellas; actualmente es profesor de
Derecho Público en la Facultad de Derecho de ESADE (Barcelona).

El autor desea que conste en la introducción su agradecimiento a
Luis Sols (Responsable del área social de CiJ) por sus comentarios y
sugerencias sobre este Cuaderno.

Cristianisme i Justícia



Situaciones vividas en la posguerra
(particularmente entre 1940 y mediados
de los 60), como el alquiler de habita-
ciones con derecho a cocina y baño, sir-
vieron en los últimos 25 años del siglo
XX para medir el grado de progreso ex-
perimentado a nivel individual y colec-
tivo. Tan solo los pisos de estudiantes
desplazados a las ciudades con
Universidad permitieron mantener viva

una solución de alojamiento, que unas
décadas después vuelve a ser habitual
para miles de personas, ahora no nece-
sariamente estudiantes o jóvenes. 

Hoy, incluso hay personas que sola-
mente pueden llegar a tener una cama
en turno de ocho horas en habitaciones
compartidas, aquello que se denomina
una cama caliente. Normalmente, se tra-
ta de inmigrantes, a menudo en situa-

INTRODUCCIÓN. UN DERECHO CONSTITUCIONAL

Unos 10,4 millones de asalariados, es decir, el 56% de la fuerza labo-
ral española, gana un salario mensual igual o inferior a los 1.000 euros.
En Barcelona difícilmente se puede encontrar un piso de alquiler por
menos de 800 euros al mes. La sola comparación de estas cifras per-
mite deducir que, actualmente, para millones de personas, es muy difí-
cil, en un país desarrollado como el nuestro, acceder a una vivienda.
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ción irregular, que forman un nuevo
proletariado. En un principio se aprove-
chaban económicamente algunos nacio-
nales sin escrúpulos, pero consolidada
la presencia migratoria, ahora también
lo hacen extranjeros que han descubier-
to un negocio lucrativo en efectivo y sin
fiscalidad que lo grave.

declaraciones constitucionales,
como la del artículo 47,

suponen reconocer
la incapacidad del mercado,

por sí solo,
de satisfacer el derecho
a una vivienda digna

Desde la introducción del IVA en el
año 1986, los precios de los pisos han
aumentado notablemente. Con todo,
nunca se ha construido tanto ni se han
vendido tantos pisos.

Otra consecuencia de estos altos pre-
cios es el retraso en la emancipación de
los jóvenes, que ahora se quedan en ca-
sa de los padres muchos años. Esto ha
obligado a reformular las relaciones in-
tergeneracionales en el interior de un
mismo espacio.  

Un derecho constitucional
La Constitución Española (1978),

reconoce el derecho a un alojamiento

en condiciones de dignidad. Su artícu-
lo 47 es rotundo: “Todos los españoles
tienen derecho a una vivienda digna y
adecuada”. Este reconocimiento se
configura como un principio rector de
la política económica y social. Esto
implica que la actuación de los pode-
res públicos, la legislación y las deci-
siones de los jueces, han de garantizar
el respeto y la protección de este dere-
cho. Con todo, el cumplimiento de es-
te artículo constitucional solamente
podrá ser exigido ante los tribunales
ordinarios de acuerdo con aquello que
haya previsto la normativa de desarro-
llo. 

Los mandatos dirigidos a los pode-
res públicos se traducen en políticas
que hay que aplicar y, frecuentemente
exigen las oportunas dotaciones en sus
presupuestos. Así, por ejemplo, se
pueden articular políticas de ayudas
fiscales a la compra de vivienda pro-
pia. También políticas para la adquisi-
ción del suelo por parte de las entida-
des públicas para construir viviendas
que se adjudicarán en función de de-
terminadas circunstancias —composi-
ción familiar, ingresos disponibles...—
y bajo unas condiciones concretas —
precio en caso de venta, renta mensual
si se destina a alquiler—, etc.
Declaraciones constitucionales, como
la del artículo 47, que imponen un
comportamiento proactivo de los po-
deres públicos, suponen reconocer la
incapacidad del mercado, por sí solo,
de satisfacer el derecho que todo el
mundo tiene a una vivienda digna.
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Parámetros como estos configuran
situaciones de partida y tendencias de
evolución en el tiempo sobre las que se
puede intentar actuar en un sentido de-
terminado, por ejemplo favoreciendo
el alquiler por encima de la propiedad,
promoviendo que las viviendas alcan-
cen unos estándares de calidad, deter-

minadas superficies mínimas por habi-
tación, reforzando el mercado hipote-
cario, etc. Sin embargo, antes de ac-
tuar, es necesario un diagnóstico de la
situación inmobiliaria del país. El pri-
mer elemento a considerar es el título
o vinculación jurídica por el cual se
ocupa una vivienda.

1. DATOS PARA UN DIAGNÓSTICO

Está bastante extendida la idea de la responsabilidad social en la
provisión de la vivienda: el acceso a la vivienda entendido como una
necesidad humana básica1 no ha de estar sujeto a los mecanismos del
libre mercado. Las políticas aplicadas por los diferentes estados varían
bastante en función de factores como las tradiciones culturales (ten-
dencia a la propiedad o al alquiler), la situación demográfica (población
joven o envejecida), los flujos migratorios (que el país sea receptor o
emisor de migraciones), la composición social (familias amplias o redu-
cidas), y también los elementos económicos (mercados financieros
más o menos desarrollados).
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1.1. Propiedad o alquiler

Los datos del régimen de posesión
en España, en los años 1980 y 2003, re-
gistran los porcentajes siguientes:

Estos datos confirman la propiedad
como el régimen de acceso predomi-
nante y también la reducción significa-
tiva del parque de alquiler que, al inicio
del período, ya era de los más bajos de
Europa.

Las cifras de alquiler y de propiedad,
en las mismas fechas de 1980 y 2003,
en los tres estados más poblados de la
Unión Europea (Alemania2, Francia y el
Reino Unido) nos permiten establecer
comparaciones en un contexto más am-
plio.

En los tres estados se aprecia una
disminución del régimen de alquiler y
un incremento de la propiedad, pero en
valores absolutos y porcentuales mucho
más reducidos que en España3.

1.2. El aumento de la demanda
Otro factor a valorar, para intentar

hacer un diagnóstico sobre el ejercicio
del derecho a la vivienda, es la evolu-
ción de los precios a lo largo del tiem-

po. España ha experimentado, desde
1998, un crecimiento sostenido del pre-
cio de la vivienda a unas tasas muy su-
periores al índice de precios al consu-
mo, y simultáneamente se han
conseguido cifras de construcción nun-
ca vistas hasta entonces: cerca de
455.000 viviendas en el año 2000, casi
459.000 en el año 2003, y más de
700.000 en el 20054. El sector inmobi-
liario ha llegado a ser el primer motor
del crecimiento del producto interior
bruto.

Como causas de este boom inmobi-
liario que llena páginas de los periódi-
cos y muchas conversaciones, pode-
mos listar las siguientes: a) una política
de bajos tipos de interés; b) la incorpo-
ración al euro; c) las adquisiciones
efectuadas por ciudadanos de otros es-
tados de la Unión Europea; d) la re-
cepción de la inmigración extracomu-
nitaria; e) los cambios en la
composición familiar; f) refugio de la
inversión en el sector inmobiliario co-
mo consecuencia de los riesgos en los
mercados bursátil e industrial.
Podemos analizar con más detalle es-
tas causas:

a) Una política de bajos tipos de in-
terés. El período previo a la creación de
la Unión económica y monetaria que da
lugar a la introducción del euro, se ca-
racteriza por un esfuerzo tenaz en el
control de la inflación que, una vez con-
seguido, ha dado paso a una política mo-
netaria expansiva, con tipos de interés
con tendencia a la baja. Tipos que, des-
contada la inflación, en algunos perío-
dos han sido negativos. Así, un tipo no-
minal del 2% con una inflación del
2,5%, supone un tipo real del -0,5%.

8

1980
Alquiler

21

Propiedad

73

Alquiler

11

Propiedad

82

2003

1980
Alquiler

Alemania

Francia

Reino Unido

61

Propiedad

39

Alquiler

55

Propiedad

45
41 47 38 56
42 58 31 69

2003



b) La incorporación al euro. Una
vez operativa la nueva divisa comuni-
taria, el Banco Central Europeo ha
ajustado los parámetros monetarios a
las necesidades de las economías de
los diferentes estados de la zona euro.
Esto ha dado lugar, al menos hasta fi-
nales de 2005, a unos tipos de interés
especialmente bajos que pasan del
10% a inicios de los años 90 a cerca
del 2% a mediados de 20055. Es una
política pensada, en buena medida, pa-
ra estimular la actividad de sus dos
economías de más peso relativo,
Alemania y Francia, que durante este
período pasaban por una situación de
estancamiento, mientras que la econo-
mía española funcionaba a buen ritmo.
La consecuencia, en España, ha sido
un tipo de interés real negativo una
vez descontada la inflación, que es
más alta que en otros estados, como re-
sultado de una mayor actividad eco-
nómica y de unas razones estructura-
les, como la existencia de
determinados oligopolios de hecho.
Esta situación con un tipo de interés
real negativo, supone un fuerte estí-
mulo a la demanda. Así, el patrimonio
de una persona se revaloriza más con-
tratando una hipoteca y comprando
una casa, que no colocando los ahorros
a plazo fijo.

c) Las adquisiciones efectuadas
por ciudadanos de otros estados de la
Unión Europea. La incorporación a la
Unión monetaria ha supuesto un mar-
co de estabilidad de cambio que favo-
rece la inversión procedente de otros
estados de la Unión, inversión atraída
por unas mejores condiciones climato-

lógicas y de calidad de vida, lo que su-
pone otro incentivo a la demanda6.

d) La recepción de la inmigración
extracomunitaria. España ha recibido
un flujo migratorio extracomunitario de
unos 4.000.000 de personas, proceden-
te en su mayoría del norte de África y
Latinoamérica. Estas personas, que ne-
cesitan alojamiento, se han convertido
en un importante actor en el mercado de
segunda mano, y ahora también en el de
primera7.

e) Los cambios en la composición
familiar. Las unidades familiares han
visto reducido el número de sus miem-
bros8 mientras que la población total au-
mentaba. El número de viviendas ocu-
padas por una sola persona, en términos
porcentuales sobre el total del parque in-
mobiliario, se ha multiplicado por dos
entre 1981 y 2001 (pasando del 10% al
20%); las viviendas ocupadas por dos
personas han aumentado tres puntos
(del 22% al 25%); y los pisos de tres
ocupantes lo han hecho en un punto (pa-
sando del 20% al 21%). Las composi-
ciones superiores han permanecido es-
tables o han disminuido drásticamente.
Todo ello ha implicado un aumento del
número de viviendas9.

f) Refugio de la inversión en el sec-
tor inmobiliario. En un contexto de falta
de oportunidades de inversión o de altos
riesgos en los sectores tradicionales (la
industria y la bolsa), y de gran disponi-
bilidad de capitales, los inversores han
desplazado su actividad hacia un sector
emergente que ofrecía tasas altas de re-
valorización y, por tanto, de retorno.

9



Estos elementos explican el incre-
mento de precios de la vivienda, tam-
bién producido, si bien con otras varia-
bles, en otros estados de la Unión
Europea, y de su entorno. Así, en el año
2005, casi ¾ del total de las inversiones
en Marruecos se concentraban en el sec-
tor inmobiliario y, hasta octubre de
2005, los créditos hipotecarios otorga-
dos por los bancos llegaron al máximo
histórico de 4.677 millones de euros10. 

Combinaciones de factores como
los reseñados han dado lugar a las lla-
madas burbujas inmobiliarias, a propó-
sito de las cuales Joseph Stigliz, premio
Nobel de Economía, dice: “Si el motivo
por el que los precios son hoy caros es
solamente que los inversores creen que
el precio de venta será mayor mañana,
cuando los factores fundamentales no
parecen justificarlo, entonces existe una
burbuja”11. 

El pinchazo de estas burbujas o, to-
davía peor, su estallido, pueden tener
unos efectos claramente perjudiciales
sobre la estabilidad de un sistema eco-
nómico estatal concreto y, en función de
su peso relativo en el conjunto, sobre el
sistema económico mundial. Es por es-
ta razón que la autoridad monetaria
(Banco Central Europeo, Banco de
España), las organizaciones con respon-
sabilidades sobre la conducción de la
economía mundial (Organización para
la Cooperación y Desarrollo
Económico —OCDE—, Fondo
Monetario Internacional —FMI—) y la
comunidad de los negocios, siguen es-
tos procesos con especial atención.

La existencia de una burbuja inmo-
biliaria en España ha sido un hecho con-

trovertido. Los sectores inmobiliario y
de la construcción, en general lo han ne-
gado. Las autoridades públicas internas
han huido de la aplicación del término
‘burbuja’: por ejemplo, el Banco de
España habla de ‘sobrevaloración’. Las
organizaciones internacionales también
se refieren a ello con este término12. 

El Ministerio de la Vivienda tiene
publicada la serie trimestral de los pre-
cios de la vivienda libre, es decir, no
sujeta a ayudas públicas, del periodo
1995-200613. En cómputo estatal, el
precio del metro cuadrado pasó de
670,8 euros en marzo de 1995 a
1.781,5 euros en septiembre de 2005.
Esto supone pasar de un índice 100 a
un índice 265,6. Este índice todavía au-
menta más si la comparación se esta-
blece con los datos del segundo tri-
mestre de 2006, en el que el precio
llegó a 1.942,3 euros el metro cuadra-
do. 

Si examinamos las tasas de varia-
ción interanual entre marzo de 2001 y
diciembre de 2004, vemos que la pri-
mera es la más baja del periodo, con un
8,65%. A partir de aquí, en septiembre
de 2001, estas tasas de variación inter-
anual suben a más del 10%, llegando al
17,86% en septiembre de 2002 y, al-
canzando, en junio de 2003, un máximo
del 18,73%. 

Hay que tener presente que, como
hemos dicho, se trata de un promedio a
nivel de todo el país, y por tanto hay te-
rritorios, comunidades autónomas y lo-
calidades concretas, que han experi-
mentado aumentos superiores y otras
que los han tenido inferiores. En fun-
ción de la antigüedad y calidad de las vi-
viendas, también se producen oscilacio-
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nes en el precio, pero el encarecimiento
global que reflejan estas magnitudes no
admite discusión.

1.3. Factores determinantes del
precio final: construcción, suelo

Nos podemos preguntar en qué me-
dida estos incrementos vienen determi-
nados por el aumento de los costes de
construcción. Contrariamente a lo que
parece, aunque éste es un factor a tener
presente, se puede afirmar que no es el
factor más relevante. Así, si el coste de
la construcción tenía un valor (un índi-
ce) de 88,5 en 1995, el año 2000 tenía
un valor de 100, y el 200314 un valor de
106,7. Este aumento moderado del pre-
cio de la construcción no tiene nada que
ver con los saltos exponenciales que han
experimentado los precios de venta.

Teniendo presente que junto con la
construcción, el precio del suelo consti-
tuye el otro factor de gran impacto en el
coste final de la vivienda, parece claro
que los incrementos en los terrenos han
sido fundamentales para el encareci-
miento que se ha registrado. 

Un estudio publicado en 2003 dice
que desde 1998, ante un aumento infe-
rior al 20% del coste de construcción
C, el precio del suelo S ha subido un
120%15. Tambien señala, recogiendo
un análisis efectuado sobre precios de
compraventa de vivienda nueva, en ré-
gimen libre, en Madrid capital, que “en
vivienda de lujo, el precio del suelo S
es cuatro veces y media mayor que el
coste de la construcción. En la vivien-
da de precio medio, S supera en un
60% el coste C ; y se ha de llegar a cos-
tes muy bajos de venta para que el va-

lor de S no sea mayor o igual que C.”
Aumentos de esta magnitud dificultan
enormemente la realización de las pro-
mociones de protección oficial, aunque
tengan financiación.

Esta circunstancia de gran incre-
mento del precio del suelo, obliga a exa-
minar, aunque sea de forma breve, el
funcionamiento del mercado del suelo
en el periodo de 1998 en adelante.

los incrementos 
en los terrenos

han sido fundamentales
para el encarecimiento

registrado

1.3.1. La intervención pública en el
mercado del suelo

Con la finalidad de facilitar el acce-
so a la vivienda, las sucesivas normati-
vas reguladoras del suelo han ensayado,
durante los últimos 50 años, diversos
mecanismos. Para buscar una asigna-
ción eficiente y no especulativa de un re-
curso por definición limitado, el suelo,
unas veces se ha puesto el acento en la
intervención administrativa y otras en la
iniciativa privada. En nuestro contexto,
las administraciones públicas, particu-
larmente municipales, han sido investi-
das de amplias facultades para interve-
nir en este mercado, lo cual supone, a la
vez, la renuncia a sustraer este recurso
del tráfico mercantil, como hacen las so-
ciedades que optan por nacionalizarlo. 
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Con modulaciones diversas se ha
asignado a los ayuntamientos, la com-
petencia de planificación, de diseño de
la ciudad futura, de establecer aquello
que hay que urbanizar y el cómo hacer-
lo, a través de los denominados planes
urbanísticos.Mediante los planes que se
proyectan sobre la totalidad del territo-
rio municipal, convencionalmente co-
nocidos como planes generales, se esta-
blece la clasificación del suelo en
urbano, urbanizable y no urbanizable.
El suelo urbano puede decirse que es la
ciudad existente. El suelo urbanizable
es aquel que se prevé desarrollar para el
crecimiento de la ciudad. No urbaniza-
ble es el que se debe preservar por ra-
zones agrícolas, ambientales, de riesgos
naturales, paisajísticas, etc. 

Estos planes urbanísticos, que tie-
nen la consideración de normas jurídi-
cas (con el apoyo de planos que delimi-
tan geográficamente el territorio que
clasifican) se desarrollan por otros, de-
nominados planes parciales, que abar-
can sólo una parte del término munici-
pal. La posibilidad de edificar viene
condicionada por las previsiones esta-
blecidas en la secuencia de planes. Son
los planes los que establecen dentro del
suelo urbano o urbanizable los usos y
las densidades permitidas. Al tomar es-
tas decisiones, quienes elaboran los pla-
nes deben respetar los estándares urba-
nísticos o ratios mínimos fijados por la
legislación. Así, por ejemplo, en los sec-
tores de uso residencial, se han de re-
servar para zonas verdes y espacios li-
bres públicos, 20m2 de suelo por cada
100m2 de techo edificado. La concu-
rrencia de intereses diversos, locales y
supralocales, y la conexión de la ciudad

con ejes de comunicación (como auto-
vías o líneas férreas), hace que en el pro-
ceso de elaboración y aprobación se ar-
ticule la participación de las diversas
administraciones (local y autonómica
normalmente, en ocasiones también la
estatal), que tienen confiada la gestión
de los mencionados intereses16. 

Juntamente con la capacidad de ela-
boración de planes17, se ha reconocido
también a los ayuntamientos amplias fa-
cultades de gestión para convertir los
proyectos del plan en realidad, median-
te la obra urbanizadora y, finalmente,
para garantizar el cumplimiento de las
acciones que contienen los planes, con
la capacidad de sancionar las infraccio-
nes y de forzar el derribo de lo urbani-
zado o construido en contra de sus pre-
visiones.

Estas amplísimas facultades no se
han acompañado de la dotación de los
recursos económicos, humanos y orga-
nizativos necesarios para aplicarlas. A
causa de ello, a menudo las facultades
no se han ejercido. Así, en determinados
momentos y lugares, se ha renunciado a
planear con anterioridad a la urbaniza-
ción, dando como resultado las llama-
das urbanizaciones ilegales.

Los ayuntamientos debían utilizar
los denominados patrimonios munici-
pales del suelo o conjunto de terrenos de
titularidad pública, para influir en el
mercado del suelo, vendiéndolos en mo-
mentos de escasez y reteniéndolos
cuando había una sobreoferta, en vista a
mantener los precios dentro de paráme-
tros de estabilidad. Estos patrimonios se
configuraron en las sucesivas legisla-
ciones como la herramienta municipal,
juntamente con la planificación, para
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hacer posible un urbanismo capaz de di-
rigir la construcción de la ciudad y per-
mitir el acceso a la vivienda por parte de
sus habitantes. Durante unos años estos
patrimonios tuvieron una vida morteci-
na, como consecuencia de la falta de ca-
pacidad de compra municipal, pero con
la reforma legal que en el año 1975 es-
tableció la cesión obligatoria y gratuita
al municipio, por parte de los propieta-
rios de terrenos urbanizables, del 10%
del aprovechamiento que pudiera co-
rresponderles, encontraron una vía pri-
vilegiada de dotación. A pesar de ello, la
insuficiencia crónica de las haciendas lo-
cales ha conducido, a menudo, a utili-
zarlos para fines diferentes y contrarios
a los prefigurados por las leyes. Por
ejemplo en lugar de aplicarlos para in-
fluir, de acuerdo con su misión institu-
cional, en el mercado del suelo, a menu-
do se venden al mejor postor y al precio
más alto posible para reunir recursos pa-
ra un erario municipal raquítico18.

1.3.2. La desregularización del
mercado del suelo

Ante el fracaso de la intervención
pública en el mercado del suelo, el le-
gislador, en particular a partir de 199819,
confía en la desregulación y en la ini-
ciativa privada para alcanzar el objetivo
de facilitar el acceso a la vivienda. Con
este propósito, se declara urbanizable
todo el suelo que no haya de ser prote-
gido por concurrir alguna de las razones
citadas: agrícolas, ambientales etc. Se
faculta a los particulares a tomar la ini-
ciativa de promover la urbanización,
elaborando y presentado planes a apro-
bar y se atribuyen efectos positivos o
aprobatorios al silencio de la adminis-

tración. En definitiva, de acuerdo con
las recomendaciones efectuadas por el
Tribunal de Defensa de la Competencia
en 199320, se opta por flexibilizar la in-
tervención municipal con vistas a que se
incremente el suelo disponible en el
mercado, lo cual se espera que conduz-
ca a una reducción de su precio.

la nueva regulación de 1998
no ha adoptado medidas

que impidan
la retención especulativa

de los terrenos

Estas buenas intenciones no se ven
acompañadas por el éxito, como acredi-
tan los aumentos experimentados de los
precios, por no haber adoptado la nue-
va regulación medidas que impidan la
retención especulativa de los terrenos.
Igualmente, estos planteamientos favo-
recen un modelo de urbanización dis-
perso que implica un mayor consumo de
territorio, apartándose del principio de
sostenibilidad ambiental. Así, la super-
ficie de suelo artificial en España, en el
periodo 1987 a 2000, se ha incrementa-
do a razón del equivalente a dos campos
de fútbol por hora21 .

Resulta importante subrayar que nos
encontramos con un mercado en el que,
para conseguir el producto final, el sue-
lo urbanizable, es necesaria una inver-
sión considerable en capital y un proce-
so de elaboración que se prolonga en el
tiempo. La falta de plazo para iniciar la
transformación del suelo permite que,
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con una financiación suficiente, se pue-
dan comprar grandes cantidades de te-
rreno a precio agrícola y retenerlo has-
ta que su precio alcance el punto óptimo
de venta a juicio del vendedor. Esta po-
sibilidad ha facilitado que las entidades
financieras se involucren en la urbani-
zación de terrenos, hasta el punto que
González-Berenguer Urrutia, en 2001,
llegó a decir que, en los últimos años, el
urbanismo había caído en manos de los
bancos: “los bancos han comprado a
precios agrícolas muchos centenares de
millones de metros cuadrados (se dice
autorizadamente que entre 350 y 400
millones), los retienen como un activo
siempre revalorizable y realizable fácil-
mente, y los van vendiendo cuando es-
tán a un buen precio, bien a promotores
externos, bien a sus propios promoto-
res, y lo hacen para edificar donde y
cuando les conviene”22. 

Por todo ello el suelo no solamente es
un valor seguro —difícilmente baja de
precio— sino que ofrece unas posibili-
dades de revalorización que lo hacen es-
pecialmente atractivo, con lo cual au-
menta su demanda y, como pez que se
muerde la cola, su apreciación. En resu-
men, no sólo no se ha logrado la preten-
sión de introducir competencia en este
mercado, sino que se han asentado las ba-
ses para acentuar su carácter oligopólico
y para reforzar las tensiones inflacionis-
tas sobre el bien con el que se comercia. 

Los espacios estratégicos de creci-
miento en los umbrales del perímetro
urbano, o de transformación de la ciu-
dad, las zonas en las que se efectúan
grandes operaciones de reforma interior
o de saneamiento, a menudo se concen-
tran en pocas manos antes del inicio de

las operaciones, o a veces un poco des-
pués. Un interesante comentario de es-
te proceso de concentración, datado en
el año 2004, del que son autores
Gigosos y Saravia, dice: “cada vez me-
nos propietarios acaparan la mayor
parte de estos espacios estratégicos, y
lo hacen comprando el suelo con ante-
lación, forzando o comprometiendo su
venta frente a la perspectiva de su cla-
sificación como suelo urbanizable o re-
formable (las dificultades de gestión,
que hacen desistir a los antiguos pro-
pietarios agrícolas o urbanos, favore-
cen este proceso), reforzando su capa-
cidad para manejar el mercado a unos
ritmos adecuados a sus intereses. ”23

1.4. El mercado hipotecario
En una primera aproximación, pode-

mos decir que el incremento del precio
de la vivienda reduce el número de las
unidades familiares suficientemente sol-
ventes para acceder a ella por compra.
De la misma manera, el incremento de
las rentas necesario para mantener un
porcentaje de rendimiento sobre el valor
del patrimonio inmovilizado, hace au-
mentar también el precio del alquiler.
Este aumento del precio de compra, de-
termina que también aumente la deuda a
largo plazo, en forma de deuda hipote-
caria, de las familias que compran a cré-
dito.

Sin embargo, este aumento de pre-
cio tiene efectos positivos. Por un lado,
la construcción tiene una gran capaci-
dad de generar empleo directo y hace de
locomotora de otros sectores: materia-
les de la construcción, menaje del hogar,
suministro de agua, gas, electricidad...
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Este mayor empleo se traduce, al mis-
mo tiempo, en una disponibilidad de in-
gresos que aumenta el consumo de las
familias. Evidentemente, el margen de
los beneficios de las empresas del sec-
tor inmobiliario también ha experimen-
tado incrementos espectaculares que
han permitido, aparte de una mayor ri-
queza para sus accionistas, financiar su
expansión y diversificación en el inte-
rior y en el exterior24. Por otro lado, ha
potenciado y consolidado, en el sector
financiero español, un mercado hipote-
cario que ha llegado a unas dimensiones
considerables y que se gestiona con pro-
fesionalidad25. 

En menos de 10 años el número de
hipotecas se ha triplicado, pasando de
530.000 en 1995, a 1.669.700 en el 2005.
En este pasado año 2005, el saldo hipo-
tecario a gestionar creció en una tasa del
26,9%, hasta alcanzar un volumen de
739.296 millones de euros, de los cuales
475.570 millones correspondían a las fa-
milias, con un incremento del 23,6%. 

Un mercado hipotecario de grandes
dimensiones, con competencia entre las
entidades, favorece el acceso al crédito
que permite movilizar los recursos eco-
nómicos para comprar una vivienda. El
rápido desarrollo de los mercados fi-
nancieros y una fuerte competencia en-
tre las entidades de crédito a partir de
1990, en un contexto ya comentado de
tipos de interés bajos, han llevado a los
tipos de interés hipotecarios a niveles
históricamente bajos26 y, también, a una
extensión de los vencimientos máximos
que pasaron de 10 años, al inicio del pe-
riodo, a más de 30 años en el 2005. A su
vez, es una fuente de negocio para las
entidades financieras27 y para las enti-

dades aseguradoras y de gestores de
fondos de pensiones que invierten en tí-
tulos hipotecarios garantizados (cédulas
hipotecarias) con la intención de asegu-
rar con estos activos la viabilidad de los
pagos futuros de sus obligaciones. Estas
aportaciones, al mismo tiempo, facilitan
una refinanciación relativamente barata
del crédito hipotecario, permitiendo, pa-
ra estas finalidades, una mayor disposi-
ción de fondos a un menor coste. 

el FMI recomienda
adoptar medidas

que flexibilizen el mercado
ante los cambios en las

condiciones de los precios

Los riesgos más significativos que
presenta esta situación están conectados
con el grado de endeudamiento.
Particularmente de las familias, y los
efectos que sobre la economía de éstas
y, correlativamente, sobre el mercado
hipotecario y el sistema financiero en su
conjunto, puede tener un incremento de
los tipos de interés. Como hemos seña-
lado, los bajos tipos de interés real en
España, que el 2005 y 2004 se han si-
tuado en el umbral cero, han favorecido
una gran capacidad de endeudamiento
de los hogares. La evolución de las mo-
dalidades de préstamo que, de estar for-
malizadas, mayoritariamente, a tipo fi-
jo, han pasado a alcanzar una cifra del
98,25 a tipo variable, hace que las eco-
nomías familiares españolas, muy en-
deudadas, sean más vulnerables a un in-
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cremento de tipo28. Cabe recordar que
en la zona Euro, la modalidad variable
no sobrepasa un tercio del total. En es-
ta composición del mercado hipotecario
no podemos menospreciar el papel ju-
gado por las entidades financieras que,
en un contexto de tipos elevados, como
en la primera mitad de los años noven-
ta, ofrecen préstamos a tipo fijo y, en
una coyuntura de tipos bajos, optan por
los variables.

¿Es más fácil
ahora

acceder a una vivienda
que en 1992, en 1972

o en 1958?

Si bien es fácil hacer de todo esto
una lectura en términos de maximiza-
ción de los beneficios, no hay que olvi-
dar que las entidades también obtienen
su financiación en el mercado y que, por
tanto, están sometidas a las oscilaciones
de éste. Un desajuste entre los tipos co-
brados por la actividad crediticia y los
pagados como remuneración de su pa-
sivo (los depósitos confiados por los
ahorradores), puede arrastrar a pérdidas
la cuenta de resultados y a poner en ries-
go la propia entidad. Con miras a con-
servar la solvencia de las familias, de las
entidades prestadoras y del conjunto de
sistema financiero, el FMI ha recomen-
dado la adopción de medidas que hagan
más flexible el mercado ante los cam-
bios en las condiciones de precios. De
estas medidas destacaré dos que, si se

aplicasen, tendrían un impacto inmedia-
to en los ciudadanos hipotecados. 

Una de ellas sería la reducción de los
costes establecidos legalmente por las
modificaciones de los contratos hipote-
carios. Para modificar un contrato hi-
potecario hay dos vías. Una es la nova-
ción modificativa, donde el contrato
continua vigente pero cambian sus con-
diciones, estando sujeta a aranceles no-
tariales y registrales. La otra es la nova-
ción extintiva, donde el contrato finaliza
y se debe formalizar uno nuevo. Con la
novación modificativa, la modificación
de contratos hipotecarios resulta menos
onerosa. Así, pongamos por caso, pasar
de un tipo variable a uno fijo o bien a
cuotas fijas resultaría más fácil y bara-
to. Si hubiera, además, una reducción de
los aranceles, que quedaría compensada
por el mayor número de operaciones
que cobrarían los profesionales, se faci-
litaría todavía más los cambios en los
contratos hipotecarios. Estas facilidades
apuntalarían la capacidad de los hoga-
res para hacer frente a los pagos ante un
cambio de ciclo. 

Otra medida también recomendada
por el FMI, coherente con la confianza
de principio que tiene esta organización
en la bondad de las medidas liberaliza-
doras, consiste en eliminar los límites a
las comisiones aplicadas por las entida-
des de crédito a las amortizaciones anti-
cipadas y por cambios de préstamos hi-
potecarios de tipo fijo a variable. Se trata
de posibilitar que sea el mercado el que
fije estas comisiones en función de los
riesgos que asumen las entidades, y evi-
tar que los bancos los cubran aplicando
un tipo más alto a la totalidad de los prés-
tamos. De este modo, sólo los prestata-
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rios que deseen cambiar las condiciones
del contrato pagan por ello29. 

Cabe recordar que en el año 2005, el
plazo estándar de contratación de hipo-
tecas fue de 25 años, mientras que el
plazo medio de amortización se situó en
7,9 años. Aunque los créditos cancela-
dos pueden haberse contratado a plazos
más cortos que no los de ahora, fruto de
la evolución del mercado en los últimos
años, se puede afirmar que las familias
hacen un esfuerzo para amortizar las
deudas hipotecarias antes de su venci-
miento pactado.

1.5. De bien de primera
necesidad a activo patrimonial

En los últimos años ha proliferado el
crédito al consumo con garantía hipote-
caria, que hace que determinadas ad-
quisiciones de las familias se compren
a préstamo poniendo como garantía de
la devolución, el patrimonio que repre-
senta la vivienda. 

Por otro lado, ha aparecido la llama-
da hipoteca inversa, que se puede con-
tratar a la edad de la jubilación o cuan-
do se producen ciertas contingencias
como puede ser una invalidez perma-
nente, mediante la cual una entidad fi-
nanciera asegura una renta vitalicia, el
importe de la cual con sus intereses pro-
ducidos recupera de los herederos o,
subsidiariamente, por la venta del in-
mueble. Este contrato garantiza un au-
mento de los ingresos familiares y me-
jora así las rentas derivadas de un
sistema de pensiones sujeto a tensiones,
teniendo en cuenta el aumento de la es-
peranza de vida y la reducción de la ra-
tio entre perceptores y contribuyentes.

Ambos datos evidencian que la vivien-
da está experimentando un cambio con-
ceptual. Antes, la vivienda era un bien
de primera necesidad para desarrollar
las actividades vitales básicas, que sólo
se ponía en riesgo para hacer frente a ca-
lamidades imprevistas y no cubiertas
por sistemas públicos de previsión, co-
mo pudiera ser una enfermedad grave.
Ahora se ha transformado en un activo
patrimonial que se pone en juego habi-
tualmente para apoyar actividades fa-
miliares, no sólo básicas, como la com-
pra de una segunda residencia o de un
vehículo, y para garantizar la seguridad
económica en la vejez y situaciones de
dependencia.

Este cambio en la funcionalidad de
un activo patrimonial obliga a redefinir
o, como mínimo, a repensar cual es el
máximo esfuerzo razonable, en térmi-
nos de renta familiar aplicada y de du-
ración en el tiempo de esta aplicación,
para adquirir este activo patrimonial. 

Analizar el acceso a la vivienda ha-
ce inevitable formular la pregunta de su
dificultad o facilidad en términos com-
parativos de tiempo y lugar. ¿Es más fá-
cil acceder a una vivienda ahora que en
1992, 1972 o 1958? Un caso que se me
ha explicado del año 1958 permite in-
tentar una aproximación. Un joven ma-
trimonio, que tenía unos ingresos men-
suales de unas 1.500 pesetas, alquiló un
piso de renta limitada por poco más de
330 pesetas al mes. Esto quiere decir
que comprometieron un 22% de su ren-
ta familiar. Para conseguirlo, teniendo
en cuenta que había —también enton-
ces— más demanda que oferta, la pare-
ja libró, a fondo perdido, 30.000 pese-
tas, esto es, todos sus ahorros de antes
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de casarse. Casi cincuenta años después,
podemos hacernos una idea aproxima-
da de qué representaría hoy si cambia-
mos la unidad de pago, la peseta de en-
tonces por el moderno euro. Con un
sueldo de 1.500 euros al mes, 330 euros
de renta es una cifra muy aceptable. En
cambio, pedir por el traspaso 30.000 es
escandaloso. Ahora en euros y entonces
en pesetas.

La Asociación Hipotecaria Españo-
la30 ha creado un índice para calcular el
esfuerzo, la mayor o menor dificultad,
para comprar un piso a lo largo de los
años. Hay una serie de factores que se
combinan para determinarlo: la superfi-
cie adquirida, el tipo de interés, otros
gastos de financiación, la dificultad pa-
ra obtener esta financiación, la situación
del empleo, los ingresos familiares. Así
las cosas, un índice 100 en 1990, en
1999 era del 52%, en diciembre de 2005
del 96,7% y en marzo de 2006 alcanza-
ba un 103,9%. Esto quiere decir que aún
con el espectacular incremento de pre-
cios de la vivienda, ya comentado, an-
tes del repunte de los tipos de interés ini-
ciado a principios de 200631, era más
fácil comprar una vivienda en el 2005
que 15 años antes. 

Naturalmente, ningún índice es neu-
tral. Si la ratio se calculara teniendo en
cuenta, exclusivamente, los metros cua-
drados de superficie, el importe nomi-
nal de la vivienda y el importe nominal
de la renta familiar en cómputo anual,
cada metro cuadrado adquirido en el
2005 representaría un porcentaje consi-
derablemente superior de renta familiar

en relación a la aplicada en 1999. Con
esto no queda deslegitimado el índice de
la Asociación Hipotecaria Española, pe-
ro se relativiza.

Teniendo en cuenta lo que acaba-
mos de decir (relación entre superficie,
precio de venta e ingresos familiares)
incluso si prescindimos del alza de los
tipos, la mayoría de familias se en-
cuentra en una situación más vulnera-
ble, ya que la mayor duración de la
deuda aumenta su exposición a un em-
peoramiento, ni que sea cíclico, de las
condiciones económicas generales del
país, y muy en particular, de las del em-
pleo. Debemos recordar que, también
según datos de la Asociación
Hipotecaria Española, el importe me-
dio de la hipoteca de vivienda en el
2005 se ha situado en 124.589 euros. El
esfuerzo de endeudamiento, en el mo-
mento de la contratación, ha sido del
35% de la renta familiar. Ha subido 2
puntos en relación con el 2004, que es-
taba en el 33%, recuperando la posición
del 2002 y del 2003. Según la misma
fuente, en el 2004 el esfuerzo entre el
40-50% de la renta familiar afectaba al
11% de los contratantes, y un esfuerzo
de más del 50% de la renta familiar lo
debían hacer un 8%. Por tanto, el 19%
de los contratantes de hipotecas, en da-
tos del conjunto del Estado, dedica más
del 40% de la renta familiar a pagar la
vivienda. Estas cifras experimentan una
tendencia al alza como consecuencia de
los incrementos de los tipos de interés
aprobados por la autoridad monetaria
durante el 2006.
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2.1. La clave está en el suelo
La disponibilidad de suelo, como

hemos dicho, es un elemento clave en
cualquier política de vivienda. Los po-
deres públicos pueden conseguirlo: a)
comprándolo en el mercado, b) expro-
piándolo, c) a través de las cesiones
obligatorias que los propietarios han de
hacer con tal de poder urbanizar (10%).

En el primer caso, deberán pagar aque-
llo que convengan con el propietario. En
segundo (expropiación), a falta de
acuerdo, tendrán que pagar aquello que
se determine en el procedimiento de ex-
propiación forzosa regulado por la le-
gislación del mismo nombre. Las cesio-
nes, en cambio, son gratuitas para la
administración, si bien el propietario in-

2. POLÍTICAS PÚBLICAS DIRIGIDAS A FACILITAR EL
ACCESO A LA VIVIENDA

Los derechos sociales, categoría a la que pertenece el derecho a la
vivienda, a menudo dependen, para su realización, de políticas públi-
cas32.

Durante bastantes años, las ayudas a la adquisición de vivienda
mediante bonificaciones tributarias o la subvención de los tipos de inte-
rés de los créditos concertados para financiarla, han sido políticas habi-
tuales. Estas medidas, indudablemente, ayudan a los que se benefician
de ellas, pero no contribuyen a abaratar el precio final. Incluso hay el
riesgo de que los promotores incrementen más el precio sobre la base
de que, en definitiva, el comprador se resarcirá de ello en parte. Esta
acción impulsará el alza de los precios de todo el parque de viviendas.

19



tentará resarcirse, repercutiendo el cos-
te en el precio a percibir por el resto de
aprovechamiento. 

La creación de patrimonios públicos
de suelo, al menor coste posible, con al-
guno de los procedimientos o una com-
binación de los tres citados, debería ser
una prioridad. Parece lógico que las ad-
ministraciones intenten conseguir terre-
nos no urbanizados y, por tanto, a pre-
cios más bajos que cuando la
urbanización está completa. Una vez ur-
banizados, podrán construir directamen-
te o bien adjudicarlos a quien lo haga a
unos precios de venta determinados.
Igualmente, pueden adjudicar los terre-
nos con la obligación de urbanizar y,
posteriormente, de construir. 

Una adecuada coordinación entre
los gestores públicos de la vivienda y
el planificador territorial puede conse-
guir que las inversiones en mejora del
transporte público y de la red de carre-
teras sirvan para conseguir suelo don-
de hacer nuevos asentamientos. No pa-
rece equitativo ni adecuado al mandato
constitucional que el esfuerzo colecti-
vo lo capitalice el propietario del sue-
lo, ya que es toda la comunidad la que
ha de participar en las plusvalías gene-
radas por su acción urbanística. Estas
nuevas zonas urbanizables podrían ser
adquiridas por parte de los gestores pú-
blicos de la vivienda para integrarse en
patrimonios públicos del suelo, antes y,
por tanto, a precio previo al de la in-
versión pública. Después se podría ac-
tuar en alguna de las formas ya citadas,
con intervención exclusivamente pú-
blica o en colaboración con el sector
privado.

Junto con la creación de patrimonios
públicos del suelo, los poderes públicos
disponen de facultades para condicionar
el aprovechamiento de los terrenos a la
realización de determinados tipos de vi-
viendas. En este sentido, se puede esta-
blecer la reserva para la vivienda prote-
gida de un tanto por ciento del techo
calificado para uso residencial de nueva
implantación33. La reserva se entiende
que puede llegar a una parte, pero no a
la totalidad del suelo, porque esto con-
dicionaría las facultades del propietario
más allá de los límites constitucional-
mente permitidos. La función social de-
limita el contenido del derecho de pro-
piedad, que ya no es absoluto o
ilimitado como en el derecho romano,
pero no hasta el punto de no garantizar
la realización de intereses particulares
del propietario. 

Condicionar el uso residencial, deli-
mitándolo, mediante prescripciones del
planeamiento urbanístico, también pue-
de servir para impulsar un determinado
tipo de titularidad como el alquiler. Así,
una alternativa a la construcción sobre
terrenos públicos adjudicados para esta
finalidad, o bien a la edificación reali-
zada por las mismas administraciones,
sería “zonificar” o calificar determina-
das áreas destinándolas a uso residen-
cial en régimen de alquiler.

Atendiendo a la importancia del pre-
cio del suelo en el coste final de la vi-
vienda, el disponer de suelo a precios
asequibles, ya sea para que las adminis-
traciones construyan o bien para que lo
haga la iniciativa privada, es esencial
para conseguir vivienda, de compra o
alquiler, a precios más bajos de los hoy
habituales de mercado. Si el número de
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viviendas en estas condiciones es sufi-
ciente como para dar respuesta a una
parte significativa de la demanda, po-
dría provocar una moderación signifi-
cativa de los incrementos de precios.
Incluso una cierta flexión a la baja de los
precios en el mercado no protegido,
también llamado libre. Pero es necesa-
rio que la iniciativa privada se involucre
en este proceso para que realizarlo no
recaiga, exclusivamente, sobre los pre-
supuestos públicos, y permita, así, que
la inversión pública produzca un efecto
multiplicador. Esto requiere que los in-
versores privados obtengan una remu-
neración suficiente en contraprestación
de la inversión.

De todas maneras, es necesario re-
cordar que la legítima remuneración
para la inversión nada tiene que ver
con la retención especulativa, por tan-
to inconstitucional, de los terrenos. En
este sentido, se podrían gravar los te-
rrenos urbanizables con un impuesto
progresivo para el caso de no efectuar
su transformación urbanística en un
plazo determinado34, lo cual requiere
restablecer la obligatoriedad de estos
plazos. 

Esto se puede combinar con la con-
cesión de beneficios fiscales a propie-
tarios del suelo y promotores de vi-
viendas en el precio de venta de los
cuales la relación entre coste del suelo
S y coste de construcción C no pase de
determinada ratio35. Se trataría de ayu-
dar a los propietarios de suelo y pro-
motores a que vendieran a unos precios
comercialmente consolidados y no es-
peculativos. Estos precios se pueden
cuantificar a partir de los criterios de
cálculo establecidos por el Ministerio

de Economía cuando define el valor de
los inmuebles36. 

2.2. Ayudas a personas con rentas
bajas o irregulares en el tiempo

Para personas y unidades familiares
con niveles de renta muy bajos o de per-
cepción irregular en el tiempo, el subsi-
dio por las administraciones parece ser
el único sistema financieramente viable.
Para este colectivo, el régimen de al-
quiler parece preferible al de la propie-
dad, al permitir una rotación como con-
secuencia del funcionamiento del
denominado ascensor social. En efecto,
cuando uno incrementa sus rentas o
consolida percepciones periódicas,
marcha a otro lugar y deja libre un es-
pacio que otro podrá alquilar. El siste-
ma de alquiler hace que la inversión pú-
blica no sea capitalizada
especulativamente en sucesivas trans-
misiones y, a su vez, evita procesos de
deterioro como consecuencia del no
mantenimiento de los edificios. 

Es importante que la gestión de los
inmuebles una vez construidos, se haga
con criterio de equidad, de manera que
el que pueda pagar la renta lo haga, y
que se pongan las medidas para cobrar-
la. En cambio, quien no pueda pagar,
debería ser subsidiado por la adminis-
tración responsable de los servicios so-
ciales para que no pierda el alojamien-
to; pero la renta se debería ingresar
igualmente, para garantizar la amortiza-
ción de la inversión y su mantenimien-
to. En este sentido, la gestión privada de
estos inmuebles, con una relación flui-
da con los servicios sociales, parece
aconsejable para evitar que se consoli-
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den situaciones, como puede ser acep-
tar el impago de las rentas y/o el mal uso
de los edificios, fruto de una actitud de
tolerancia quizá bien intencionada, pe-
ro a medio plazo marginadora, a la que
son más proclives las organizaciones
públicas que las privadas.

Asegurar una composición relativa-
mente diversa de los ocupantes, preve-
yendo una tipología de habitantes tam-
bién variada, permite distribuir en
proporciones que no generen fenóme-
nos de expulsión de un grupo por otro.
Estos procesos de expulsión se han vi-
vido en determinadas promociones de
vivienda pública, donde se ha concen-
trado un alto número de personas con
dificultades de socialización, que han
provocado la marcha de los que no te-
nían carencias, y la ocupación del vacío
por otras personas con los mismos o ma-
yores problemas.

Una sociedad como la nuestra, que
recibe un flujo migratorio muy impor-
tante, ha de prestar especial atención a
su alojamiento. La concentración de
personas con una misma procedencia
nacional o étnica, en unas determinadas
partes del territorio, facilita la aparición
de una sociedad mosaico, en la que las
diversas partes que la componen se re-
lacionan poco entre ellas, y donde el
desconocimiento de los unos respecto a
los otros se hace crónico, ya que las di-
ferentes comunidades evolucionan en
paralelo y no generan referentes comu-
nes que las cohesionen en una única co-
munidad. Las promociones públicas de
vivienda de alquiler, pero también de
propiedad, deberían asignarse de acuer-
do a parámetros que faciliten la mezcla
y eviten la formación de islas incomu-

nicadas, a pesar de las resistencias en
sentido contrario, tanto de los origina-
rios del país como de los recién llega-
dos.

Para las personas sin techo, la res-
puesta debe ser integral. El proveerlos
de alojamiento ha de integrarse en un
proceso de acompañamiento que les do-
te de los recursos personales y relacio-
nales que permitan su socialización con
el máximo de autonomía. Por tanto, la
tipología del alojamiento irá cambiando
en el transcurso de este proceso a medi-
da que se avance en él (alberge, vivien-
da tutelada, vivienda compartida, vi-
vienda individual).

2.3. Fortalecer el mercado de
alquiler

Consideraciones similares a las que
hacíamos en relación a las bonificacio-
nes tributarias por compra, en el senti-
do de que benefician al receptor pero no
contribuyen a abaratar los precios, se
pueden hacer sobre las ayudas para pa-
gar los alquileres. Para evitar estos re-
sultados —y que al final los precios no
se abaraten— hay que limitar el impor-
te máximo de renta contratada que per-
mite percibir la ayuda, aunque es difícil
controlar los pagos en negro. Esto no
impide afirmar que, a falta de una ofer-
ta suficiente de viviendas de alquiler, y
mientras no se alcance, estas ayudas
puedan ser una medida necesaria.

La debilidad de la oferta de alquiler,
su poco número disponible en relación
con las necesidades y, por esto, los pre-
cios elevados que pide, en parte es con-
secuencia de la opción pública para fa-
vorecer la compra. Medidas como las
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bonificaciones tributarias y la subven-
ción del tipo de interés descritos, han
concentrado las inversiones en esta mo-
dalidad de adquisición. Una normativa
hiperprotectora de los inquilinos, con-
sistente en congelar rentas o permitir
menguadas actualizaciones, que se pre-
tendía favorecedora de la estabilidad de
los contratos con subrogaciones sucesi-
vas, disminuyó la rentabilidad de mu-
chas inversiones hasta hacerlas deficita-
rias. Este hecho provocó la huida de los
inversores del mercado de alquiler. 

A pesar de ello, la reforma de la nor-
mativa, consistente en liberalizar el im-
porte de las rentas e introducir mayor
temporalidad en los contratos37, ha su-
puesto un incremento de los precios sin
un correlativo aumento y mejora de la
calidad de la oferta. Las medidas adop-
tadas, que proclamaban pretender este
crecimiento de la oferta, quizá la hubie-
sen alcanzado de ir acompañadas de re-
gulaciones complementarias. Por ejem-
plo: la citada reserva de terrenos para
construir pisos para alquilar; los incen-
tivos fiscales para las rentas percibidas
si no pasan de unos topes prefijados, o
también las garantías para los arrenda-
dores por el caso de incumplimiento de
las obligaciones de los arrendatarios,
como el impago o el mal uso. 

La creación de sociedades públicas
de alquiler que se constituyen en inter-
mediarios entre propietarios e inquili-
nos, ha sido una respuesta incentivada
hace relativamente poco. Estas socieda-
des reciben las viviendas de los propie-
tarios para destinarlas al alquiler por un
determinado periodo de tiempo, a cam-
bio de percibir rentas prefijadas y la ga-
rantía de retorno en perfectas condicio-

nes de uso al fin del contrato. En la me-
dida en que estos acuerdos se desarro-
llen sin especiales contratiempos, los
propietarios de pisos vacíos pueden ir
perdiendo la desconfianza de hacer ne-
gocios con la administración y la reti-
cencia a alquilar que actualmente se tie-
ne por los quebraderos de cabeza que
provoca. ¿Quién no ha oído historias de
pisos destrozados o de inquilinos que se
marchan sin pagar?

la alta revalorización
de los solares

ha disparado los casos
de mobbing inmobiliario

La alta revalorización de los solares,
particularmente en los cascos antiguos
de las ciudades, ha disparado los casos
del acoso —mobbing— inmobiliario.
Éste consiste en no efectuar el manteni-
miento mínimo imprescindible, colocar
como vecinos a personas de conducta
asocial o violenta, que no pagan renta o
incluso se les subvenciona, con el fin de
que los inquilinos, hartos de tantas in-
comodidades, arrojen la toalla y se va-
yan, y se pueda disponer, así, del edifi-
cio vacío. Frente a estas actividades, que
responden a la misma lógica que la de
quemar un bosque para urbanizar sobre
las cenizas, lo que se necesita es una res-
puesta contundente del estado de dere-
cho. La legislación debería definir estas
conductas y sus consecuencias, y esta-
blecer unos procedimientos judiciales
fáciles y rápidos para probarlas, y una
administración capaz de actuar en de-
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fensa del derecho a la vivienda. Quien
hace mobbing inmobiliario no sólo in-
cumple el contrato y obstaculiza el dis-
frute del derecho constitucional a una
vivienda digna, sino que, además, actúa
contra el derecho de propiedad, también
definido en la Constitución vigente, al
vulnerar su función social. Por tanto, es
bien legítimo que, por el procedimien-
to adecuado y con todas las garantías
procesales, asuma las consecuencias
perjudiciales hasta llegar, si fuera el ca-
so, a la pérdida de la propiedad. En de-
finitiva, en nuestro sistema jurídico es
un principio admitido, desde hace bas-
tantes siglos, que la propiedad ha de
responder cuando el titular es requeri-
do a efectuar los gastos de manteni-
miento pactados contractualmente o fi-
jados legislativamente.

Más difícil es justificar y articular
una presión sobre quien tiene una vi-
vienda vacía, pero cumple las obliga-
ciones de mantenerla en condiciones
de seguridad y de salubridad. Si no se
dan estas condiciones, ciertamente, las
administraciones pueden y han de ac-
tuar para garantizarlas. En casos de es-
casez de viviendas se puede establecer
como causa legitimadora de una ex-
propiación forzosa, pero el elevado
precio a pagar no aconseja la medida
como un medio habitual para abastecer
un parque de viviendas públicas.
Imponer su alquiler, por ejemplo, a una
sociedad pública con esta finalidad,
que sería mucho más económico, pare-
ce difícil de aceptar en un contexto so-
cio-económico de economía de merca-

do, a menos que se esté en situaciones
de gran penuria o de crisis social, en las
que es necesario adoptar medidas ex-
cepcionales para salir adelante. Pero
éste no parece el caso en España hoy,
ni parece justo hacerlo sin afrontar
previamente las prácticas oligopólicas
en la gestión del suelo, causa funda-
mental de su aumento de precio.
Tampoco sería fácil tapar todas las ren-
dijas para eludir esta regulación, sin or-
ganizar un costoso aparato inspector,
digno de mejores empresas. Estas ren-
dijas seguramente las aprovecharían
los afectados, por ejemplo mediante el
empadronamiento de un familiar. 

Una medida posibilista más fácil de
gestionar y, en todo caso, más fácil de
aceptar por la sociedad, sería el trata-
miento fiscal más gravoso para residen-
cias no utilizadas, que sería progresivo en
función de su número, y que quedara sin
efecto, o incluso, se transformara en un
trato ventajoso, en caso de alquilar en de-
terminadas condiciones.

Es interesante el uso del instrumen-
to fiscal, porque reúne recursos que se
pueden destinar a políticas de vivienda,
y a la vez permite autofinanciar la acti-
vidad administrativa aplicada a conse-
guirlos, sin necesidad de sustraerlos de
otras finalidades. Además, podría pre-
sionar para poner en juego un patrimo-
nio inmovilizado que, si permanece in-
activo, puede costar más dinero del que,
eventualmente, genere su revaloriza-
ción vegetativa. Esto, que es predicable
de una vivienda, lo es con mayor moti-
vo del suelo.
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Antes de vertebrar una política fa-
vorecedora del acceso a la vivienda es
necesario conocer el punto de partida,
la realidad sobre la que se ha de apli-
car. El régimen de titularidad, alquiler
o propiedad, es el primer factor a diag-
nosticar. Tomando 1980 como el año a
partir del cual analizar su evolución, se
puede decir que en España ya predo-
minaba entonces la propiedad sobre el
alquiler en una proporción de 3,5 a 1 y

que en los veinte años siguientes esta
proporción ha seguido aumentando.
Las políticas públicas orquestadas han
favorecido decididamente la propiedad
mediante bonificaciones fiscales a la
adquisición y subvenciones a los tipos
de interés de los préstamos hipoteca-
rios.

Hay cinco factores que se han com-
binado para propulsar la demanda de vi-
vienda:

CONCLUSIONES

La Constitución vigente reconoce el derecho a una vivienda digna y,
con vistas a hacerlo efectivo, formula una serie de mandatos a los
poderes públicos de carácter antiespeculativo. Las políticas públicas
urbanísticas y las legislaciones en las que se articulan se justifican para
facilitar el acceso a la vivienda y, en consecuencia, si no lo hacen posi-
ble, su legitimidad queda menguada.
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a) Una política monetaria de bajos ti-
pos de interés.

b) La estabilidad de cambios deriva-
da de la incorporación al euro que ha
propiciado las adquisiciones de ciuda-
danos de otros estados miembros de la
Unión Europea.

c) La recepción de un gran flujo de
inmigración en un breve periodo de
tiempo.

d) Los cambios en la composición
familiar que han reducido el número de
miembros de las unidades familiares,
aumentando la población total.

e) La debilidad de las inversiones
industriales y en bolsa durante bastan-
tes años.

En un sistema económico de merca-
do, la provisión privada de vivienda es-
tá sometida a los incentivos y a los ries-
gos de cualquier otro bien sujeto a
tráfico. Ponerlo en circulación depende
de la expectativa de lucro. El juego de
los mecanismos de la oferta y de la de-
manda que afectan a su precio son sen-
sibles al entorno macroeconómico y a la
capacidad de los operadores económi-
cos de modularlos en el tiempo. La si-
tuación descrita de pujanza de la de-
manda ha coincidido en el tiempo con
cambios normativos en la regulación
del suelo que han favorecido que la
oferta haya podido determinar, con ma-
yor libertad, el tiempo y, por tanto, los
precios de provisión del suelo y de las
viviendas.

Con la finalidad de hacer posible el
acceso a la vivienda, la normativa regu-
ladora del suelo ha ensayado, durante

los últimos 50 años, diversos mecanis-
mos. Para gestionar el suelo —un re-
curso por definición limitado— de for-
ma eficiente y no especulativa algunas
veces ha puesto el acento en la inter-
vención administrativa, y otras en la ini-
ciativa privada.

La habilitación a las administracio-
nes públicas, particularmente municipa-
les, con amplias facultades de interven-
ción en el mercado del suelo, no ha ido
acompañada con la dotación de los re-
cursos económicos, humanos y de or-
ganización necesarios para aplicarlas.
Esto ha provocado el no uso de estas fa-
cultades y, a veces, que se utilicen para
finalidades contrarias a las prefiguradas
por las normas. Así, por ejemplo, los te-
rrenos del patrimonio municipal del
suelo se han vendido al mejor postor,
con el fin de reunir la mayor cantidad de
recursos para un exiguo erario munici-
pal, en lugar de utilizarlos para favore-
cer la construcción de vivienda a precios
asequibles o influir —a la baja— en los
precios del suelo.

Ante el fracaso de la intervención en
el mercado del suelo, se pasa a confiar,
particularmente a partir de 1998, en la
desregularización y la iniciativa privada
el alcanzar los objetivos de facilitar el
acceso a la vivienda. Teniendo presente
que las nuevas regulaciones han hecho
más fácil la retención especulativa de
los terrenos, la circunstancia ha sido
aprovechada por quien tenía los recur-
sos económicos y de organización para
hacerlo.

Efectivamente, la retención de terre-
nos ha sido el mecanismo utilizado pa-
ra impulsar al alza los precios del suelo,
que se ha convertido en el primer res-
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ponsable del incremento del precio final
de la vivienda, ya que los costes de
construcción se han mantenido en cre-
cimientos moderados. Los impulsores
de esta coyuntura han sido empresas in-
mobiliarias, a menudo vinculadas con
entidades financieras, y también éstas
mismas que, en última instancia, han si-
do las grandes beneficiadas, con creci-
mientos espectaculares en sus cuentas
de resultados.

La vigente ley del suelo estatal faci-
lita también un modelo de urbanización
disperso que implica un mayor consu-
mo de territorio, más desplazamientos y
mayor utilización de energía, todo ello
contradictorio con el principio de soste-
nibilidad ambiental.

Diversas comunidades autónomas,
en base a la competencia que la Consti-
tución les permite asumir en materia de
urbanismo y vivienda, han tomado me-
didas consistentes en reservar en los pla-
nes aprovechamiento urbanístico para
construir viviendas a precio tasado.
Estas medidas favorecen el acceso a la
vivienda de una parte de la población,
pero, a su vez, al reducir el suelo dispo-
nible en el mercado libre, tienen el efec-
to colateral de impulsar al alza su precio.

La actividad inmobiliaria se ha con-
vertido en el principal motor de la eco-
nomía española. En paralelo, ha crecido
un mercado hipotecario que ha alcanza-
do cotas elevadas de sofisticación para
dar respuesta a los cambios de las co-
yunturas económicas. Este mercado
constituye el destino de una parte con-
siderable de los activos del sistema fi-
nanciero español y se ha convertido, en
definitiva, en una herramienta potente
de financiación, gestionada con crite-

rios profesionales que, en un eventual
contexto de alza de los precios de la vi-
vienda por debajo de la renta familiar,
puede facilitar enormemente la realiza-
ción del principio constitucional del de-
recho a una vivienda digna y adecuada.

la actividad
inmobiliaria

es el principal motor
de la economía

española

La propiedad inmueble se ha con-
vertido en el primer elemento constitu-
tivo de la riqueza de las familias y de su
deuda a largo plazo, haciéndolas vulne-
rables a un cambio de ciclo, en particu-
lar en el empleo. Esto obliga a los po-
deres públicos a considerar el impacto
que pueda tener cualquier medida que
pretendan adoptar para abaratar el pre-
cio del suelo y el de la vivienda. Una ba-
jada brusca de los precios de la vivien-
da no es —aunque pueda sorprender—
un escenario deseable, en la medida en
que puede afectar a la solvencia de las
familias endeudadas para adquirirla y
repercutir negativamente en el conjunto
del sistema financiero y económico.
Esto no quiere decir que debamos man-
tenernos impasibles ante un incremento
de precios continuado que, cada vez,
hace más difícil entrar en el mercado a
los que todavía no lo han hecho, sino
que es necesario ponderar el impacto di-
recto y colateral de las hipotéticas me-
didas consideradas.
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Para influir en el mercado del suelo
los poderes públicos disponen de tres ti-
pos de medidas: reguladoras, de apli-
cación de gasto y fiscales.

a) Son de tipo regulador las medidas
legislativas generales, como la fijación
de plazos para urbanizar y edificar, que
propongo con la finalidad y en la medi-
da estrictamente necesaria para dificul-
tar la retención especulativa de los te-
rrenos. También tiene a su alcance el
intentar eliminar la renta expectante que
supone que cualquier terreno no decla-
rado expresamente no urbanizable sea
susceptible de construir. Se trataría de
retornar al suelo no urbanizable el ca-
rácter de residual, de manera que todo
el que no se haya declarado expresa-
mente urbanizable no se podría trans-
formar en suelo susceptible de edificar.
De esta manera, también se frenaría el
uso extensivo del territorio que implica
un consumo de suelo y otros recursos
escasos, como agua y energía, no soste-
nible en el tiempo. También tienen ca-
rácter regulador disposiciones más lo-
cales, como por ejemplo la afectación
en los planes de determinados terrenos
a usos concretos; así, la construcción
destinada a poner en alquiler o en ven-
ta a precio tasado. 

b) Entre los medios que implican
gasto público, puede citarse la creación
de patrimonios públicos del suelo que
permitan construir a precios sin compo-
nente especulativa o la expropiación en
caso del incumplimiento de las regula-
ciones. 

c) Finalmente, medios vinculados
con el ejercicio de la potestad tributaria
lo son tanto el gravar la retención de te-
rrenos con un impuesto progresivo, co-
mo la concesión de beneficios fiscales a
los que edifiquen en una proporción de
coste determinada entre suelo y cons-
trucción o bien la destinen al alquiler en
ciertas condiciones.

Para colectivos de personas en de-
terminadas circunstancias, necesidades
de movilidad por razones de trabajo o
formación; rentas bajas o irregulares;
jóvenes que se incorporan por primera
vez al mercado inmobiliario; gente ma-
yor que precisa viviendas con determi-
nadas condiciones de habitabilidad pa-
ra compensar reducciones de
autonomía, es necesario adoptar políti-
cas específicas que, aunque puedan ser
mucho más efectivas si se consigue la
implicación del sector privado, requie-
ren un fuerte componente público.
Algunos ejemplos de ellas son la cons-
trucción de viviendas y alojamientos de
tipologías determinadas y a determina-
dos precios de venta o alquiler, la sub-
vención de rentas y el soporte activo
frente a las actividades depredadoras en
fraude de ley o del contrato, que cono-
cemos como mobbing inmobiliario. 

Todo ello se ha de hacer sin olvidar
las medidas, nuevamente reguladoras,
de gasto y fiscales, para potenciar un
mercado de alquiler que actualmente se
sitúa en la cola de Europa en porcenta-
je de oferta de alquiler sobre el total del
mercado de la vivienda.
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CUESTIONARIO

1. El problema de una vivienda digna quizás no ha afectado a tu vida.
¿Conoces a personas que malviven en pisos ínfimos, que duermen ocu-
pando camas por turnos o que duermen en la calle?

— Si tú te pones en su lugar ¿qué te parece que harías?
— ¿Qué criterios cambiarías si esto te pasase?

2. ¿Estás de acuerdo con las causas del boom inmobiliario que indica el
Cuaderno? ¿Añadirías algunas otras?

— ¿Qué política debería aplicarse para que el precio del suelo no hipoteque
abusivamente cualquier vivienda que se quiera comprar?

— ¿Cómo ayudar a personas con rentas bajas? 

3. Frente a la corrupción de partidos y empresarios, ¿qué presiones te pare-
ce que hay que hacer?

— ¿Cómo educar en casa y en la escuela para fomentar la honradez y de-
nunciar el fraude?

4. ¿Te parece que en un país con tantas dificultades para el acceso a la vi-
vienda debería haber tantos pisos cerrados, cuyos propietarios no quieren
alquilarlos? ¿Cómo actuar ante esta situación?

5. La dificultad de acceso a una vivienda digna fortalece la división y sepa-
ración de clases. Los hijos de los padres con patrimonio inmobiliario se
pueden permitir vivir con el sueldo que ganan, los otros deben dedicar al
pago de la vivienda la mayor parte del sueldo, quedando al descubierto
otras necesidades también primarias.

— ¿Crees que debería haber una política que igualase estas situaciones o nos
conformamos con la resignación y la pasividad?

6. ¿Cuál debería ser el papel de los cristianos comprometidos ante la situa-
ción relativa al derecho de acceso a una vivienda digna?


